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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de septiembre del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 144/2011-JN, promovido por la ciudadana Sara Landeros Guerrero;  y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación  a la parte actora de la emisión del acto impugnado; lo que fue el 21 veintiuno de febrero del presente año, como se encuentra acreditado con la notificación que, en copia certificada, obra a foja 201 doscientos uno del presente expediente. . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado consistente en la resolución de fecha 16 dieciséis de febrero del 2011 dos mil once, se encuentra acreditada con la copia certificada del oficio número DGOP/UNICO-2011 (visible a fojas de 195 ciento noventa y cinco a 200 doscientos); documento que anexado por la parte actora y admitido como prueba de su intención, merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que es un documento público emitido por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, aunado al hecho de que la autoridad demandada reconoció expresamente su existencia en su contestación de demanda, pues al referirse a la pretensión señaló: “No es procedente… resolución de fecha 16 de febrero de 2011, la cual se emitió en cumplimiento a lo que ordenó…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . .  

De lo expuesto en el escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la justiciable, con fecha 13 trece de julio del 2010 dos mil diez, mediante oficio DGOP/OF-1178/10 (localizable a foja 7 siete), obtuvo del titular de la Dirección General de Obra Pública, autorización para demoler parcialmente la barda existente al final de Privada Centenario del Barrio de San Juan de Dios de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . 

Posteriormente, mediante oficio DGOP/OF-1249/10, de fecha 20 veinte de julio de 2010 dos mil diez, el Director de Obra Pública comunicó a la ciudadana Sara Landeros Guerrero, que el oficio descrito en el párrafo que antecede quedaba sin efecto, lo que fue impugnado por la ciudadana mencionada, mediante proceso administrativo, el que quedo radicado ante este mismo Juzgado, con el número de expediente 274/2010-JN. Proceso en el que seguido su trámite, se dictó sentencia declarando la nulidad para efecto de que dicho Director dejará insubsistente el oficio DGOP/OF-1249/10, emitiendo otro donde fundara y motivara, adecuadamente, la determinación de dejar sin efectos el oficio a través del cual autorizó la demolición parcial de la barda. . . . . . 

Precisamente, en cumplimiento a la sentencia antes mencionada, con fecha 16 dieciséis de febrero del presente año, el Director General de Obra Pública emitió el oficio número DGOP/UNICO-2011, en el cual resolvió que no es posible autorizar la demolición de la barda existente al final de la Privada Centenario de esta ciudad, aduciendo que la misma forma parte de un bien municipal y que es parte del equipamiento urbano de la privada. . . . . . . . . . . . . . . 

Resolución que la parte actora estima que le causa agravios porque no está debidamente fundada y motivada; no se acreditó que se hubiera tramitado el juicio de lesividad como lo establece el artículo 305 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; y, que el Director General de Obra Pública no acreditó la propiedad de la barda, así como de la banqueta donde se encuentra construida. Por su parte, la autoridad demandada expresó que sí se dio cumplimiento a la resolución dictada en el proceso 274/2010-JN; que la parte actora no razona acerca de porqué debía proceder dicho juicio; y, que la propiedad de la barda no fue parte del fondo del asunto impugnado en el proceso antes citado; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               

QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En la presente causa administrativa, el Director General de Obra Pública, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refiere que el acto impugnado es cosa juzgada; ya que en el proceso número 274/2010-JN se tuvo a la autoridad demandada por cumpliendo con la sentencia dictada en el mismo; de conformidad con el acuerdo emitido el 10 diez de marzo de este año. . . . . . . . . . . 
No se actualiza de manera alguna la causal de improcedencia que se plantea; toda vez que se confunde la autoridad demandada al suponer que por haberse tenido por dando cumplimiento a la sentencia dictada dentro del proceso administrativo número 274/2010-JN, al haberse emitido un nuevo oficio, concretamente el DGOP/UNICO/2011; ello signifique que ese oficio haya sido materia de esa sentencia y que por ello se tenga como cosa juzgada; lo que no es así, toda vez que el acto materia del proceso antes mencionado lo fue el oficio DGOP/OF-1249/10 de fecha 20 veinte de julio del año próximo pasado. . . .
Aunado a lo anterior, debe señalarse que en el proceso administrativo número 274/2010-JN, no se hizo pronunciamiento sobre la legalidad o ilegalidad de las consideraciones que sustentan el oficio impugnado en la presente causa administrativa, lo que si se hará en esta resolución; razón por la que no se actualiza la causal argumentada por la parte demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, quien resuelve no advierte, de oficio, la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio a fondo del presente negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    


SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis del concepto de impugnación -agravio- del acto combatido, que este Juzgador considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que se enumera como Segundo en el escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los demás conceptos de impugnación expresados por la actora; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación -agravio- contenido en el escrito de demanda, la ciudadana Sara Landeros Guerrero expresó: . . . . . . .

“FUENTE DEL SEGUNDO AGRAVIO-. ME CAUSA AGRAVIOS…, POR LA SIMPLE Y SENCILLA RAZÓN DE QUE EL DIRECTOR GENERAL DE OBRA PÚBLICA EN NINGÚN MOMENTO ACREDITÓ HABER TRAMITADO JUICIO DE ‘LESIVIDAD’ COMO LO ESTABLECE EL ARTÍCULO 305 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA YA QUE PARA QUE ESTE TUVIERA LAS FACULTADES DE REVOCAR SUS PROPIAS DETERMINACIONES TENDRÍA QUE HACERLO POR AUTORIZACIÓN O RESOLUCIÓN DE LOS JUZGADOS COMPETENTES EN LA MATERIA...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por su parte, el Director General de Obra Pública, en su contestación de demanda, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación, refirió: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Es ineficaz el agravio expresado, en razón de que es infundado el argumento que expresa el actor, toda vez que si bien es cierto existe el Juicio de lesividad, no razona debidamente el porqué la debida procedencia de este juicio, ya que en el artículo 305 que cita, existen supuestos que al no realizarse, ahora si es procedente la acción de nulidad.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizado el concepto de impugnación en estudio, para este Juzgador resulta fundado, por las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sostiene el criterio de que los actos o resoluciones administrativas favorables a los particulares, sólo son revocables siempre y cuando exista una ley o reglamento que faculte para ello a la autoridad administrativa; o bien a través del juicio de lesividad que para tal efecto se promueva; lo que es congruente con el criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que las autoridades no pueden revocar sus actos si en ellos se otorgan beneficios a los particulares, pues en su caso procede el juicio de lesividad. . . . . .

Así las cosas, en el presente proceso se encuentra plenamente acreditado que la ciudadana Sara Landeros Guerrero, cuenta con una resolución favorable que, emitida por la autoridad demandada, le autoriza a demoler parcialmente la barda existente al final de la calle Privada Centenario del Barrio de San Juan de Dios de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo antes expresado, es por lo que resulta fundado el concepto de impugnación en estudio; pues la autoridad demandada pretende que la  autorización concedida ya no surta efectos legales, al haber emitido con fecha 16 dieciséis de febrero del año en curso, el oficio DGOP/UNICO/2011, en donde señala : “Que NO es posible autorizar la demolición de la barda existente al final de la Privada Centenario……..”; lo que se traduce, en pocas palabras y sin lugar a dudas, en la revocación de la autorización de demolición de la barda que se otorgó previamente a la justiciable mediante el oficio DGPO/OF-1178/10, de fecha 13 trece de julio del año próximo pasado; (visible en el expediente en copia certificada a foja 7 siete); sin que la autoridad demandada, haya acreditado, de forma alguna, el que tramitó un juicio de lesividad en los términos del artículo 305 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra establece: . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 305. La autoridad emisora de actos o resoluciones administrativas favorables a particulares, cuando no pueda anularlo o revocarlo por sí misma por lo previsto en las leyes o reglamentos, podrá deducir su acción de lesividad ante el Tribunal o Juzgado, cuando: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

I.
Se afecten disposiciones de orden público o el interés social; . . . . . . 

II.
No exista fundamento legal para que la autoridad emita la resolución favorable; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

III.
El interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para conseguir la resolución favorable; o . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IV.
Se haya concedido un beneficio indebido al contribuyente. . . . . . . . . 

En efecto, se tiene la plena certeza de que, para revocar la autorización inicialmente concedida a la ciudadana Sara Landeros Guerrero, el Director General de Obra Pública tendría que haber promovido un juicio de lesividad, en virtud de que dicha autoridad en ningún momento demuestra que por sí misma, en el caso en concreto, la pudiera revocar; toda vez que en la resolución materia de la litis en el presente proceso, se hace referencia a preceptos contenidos en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; del Código Civil en vigor en el Estado; y, en el Reglamento Interior de la Administración Pública de León, Guanajuato, sin que de la lectura de los mismos -como tampoco del análisis del Reglamento de Construcciones para la ciudad de León, Guanajuato (vigente hasta 9 nueve de agosto del 2010 dos mil diez y que fue sustento para la autorización concedida)- se aprecie o derive facultad alguna para que el citado Director pueda revocar, modificar o sustituir la autorización que, para la demolición de una barda, concedió el 13 trece de julio del 2010 mediante oficio DGOP/OF-1178/10; máxime porque generó un derecho a favor de la particular; y mucho menos de que exista un procedimiento específico para revocar los actos de la propia autoridad que los emitió, por lo que debe prevalecer el contenido del artículo 147 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en el sentido de que el acto administrativo, del que hubieren nacido derechos subjetivos a favor de los particulares, podrá ser revocado, en sede administrativa, si eso favorece al beneficiado con el acto y no se causa perjuicio a terceros, o bien, por razones de oportunidad, legitimidad o interés público, sin que en la presente causa administrativa se haya probado la actualización de alguno de esos supuestos. . . .   

Luego entonces, de acuerdo a todo lo antes expresado, al habérsele concedido a la ciudadana Sara Landeros Guerrero, la autorización para demoler parcialmente la barda ubicada en la Privada Centenario del Barrio de San Juan de Dios de esta ciudad y al no contar el Director General de Obra Pública con facultades para revocar por si mismo esa autorización; ni existir un procedimiento especifico para ello; así como tampoco el que se haya evidenciado la actualización de los supuestos que, para la revocación, se prevén en el artículo 147 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa ya antes citado; la autoridad demandada tendría que haber solicitado la revocación o anulación de la autorización, como ya se ha dicho, mediante un Juicio de lesividad, y no en la manera como se hizo, es decir mediante otra resolución como lo es la impugnada, en la que se comunicó que no era posible autorizar la demolición de la barda, pasando por alto el hecho de que ya se había otorgado esa autorización. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación en análisis; por emitirse el acto impugnado en franca violación a lo dispuesto en los artículos 147 y 305 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de los que concatenados entre sí, se desprende que el acto administrativo del cual se haya generado o nacido algún derecho a favor del particular, cuando no pueda ser revocado por la propia autoridad emisora y, además no se presenten los supuestos que para la revocación se establecen; sólo podrá revocarse, en su caso, a través de la interposición de un juicio de lesividad, por lo que al no haberse hecho así; se traduce en que el acto impugnado se dictó en contravención a las disposiciones aplicadas, dejando de aplicar las debidas; por lo que con fundamento en los artículos 300, fracción II y 302, fracción IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nula la resolución de fecha 16 dieciséis de febrero del 2011 dos mil once, contenida en el oficio DGOP/UNICO-2011, por lo que en consecuencia procede decretar su nulidad total. . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de la resolución que se impugna; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302 fracción IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la resolución de fecha 16 dieciséis de febrero del 2011 dos mil once, contenida en el oficio número DGOP/UNICO-2011, dictada por el Director General de Obra Pública. Lo anterior, atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
